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Para mi Padre, quien se despidió sin saber que 
Se Hizo la Luz tiene su huella.
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PRÓLOGO:

 Entre la luz y la oscuridad


Jorge Iván González


El texto de Javier Lastra tiene tres virtudes. Primero, pone en evidencia la compleja interacción entre lo público y lo privado en el sector de la energía. Segundo, presenta un panorama de los cambios que se han presentado a lo largo del tiempo en la institucionalidad del sector. Esta mirada no es la de un observador externo, sino la de quien conoce de primera mano las tensiones políticas y técnicas. Y, tercero, aborda con lujo de detalles los antecedentes y la situación actual de la energía en el Caribe.


La interacción entre lo público y lo privado


La oferta de energía del país, en todas las fases del proceso, ha pasado por diversas etapas. En algunos momentos prevaleció la propiedad y la gestión de empresas privadas. Otras veces tuvo mayor importancia la gestión pública. Y también, como sucede ahora, interactúan empresas privadas, públicas y mixtas.


La reflexión sobre la eficiencia comparativa de las empresas pública y privada ha sido intensa. Ha sido un tema reiterado en la literatura económica. De manera general se podría afirmar que la empresa privada mide los riesgos de una manera muy diferente a la pública. El gerente privado es más cauteloso. En cambio, el Estado puede hacer apuestas de largo plazo asumiendo altos riesgos. Frente a la naturaleza de la inversión pública se observa, por lo menos, tres posiciones: riesgos similares, incertidumbre vs. riesgo, prioridad nacional.


La primera considera que en las inversiones públicas el riesgo tiene que ser descontando de la misma manera que se hace en las privadas. Esta lógica permitiría evitar la sobreinversión en el sector público, y garantizar un manejo eficiente de los recursos. Esta perspectiva es la que guía la reflexión de Lastra. Su análisis está marcado por la comparación entre la gestión privada y la pública. Esta ha sido la mirada que ha prevalecido en el país en el momento de decidir la privatización de los servicios. Y a partir de allí, la tensión pública/privada, este grupo de estudios hace énfasis en la competencia entre ambos tipos de inversión en un mismo sector económico. Como las empresas privadas y públicas están en el mismo sector, los riesgos son similares y, por lo tanto, es factible examinar las eficiencias relativas.


Una segunda mirada considera que el gobierno puede actuar en escenarios de incertidumbre que son demasiado azarosos para el privado. Esta es la concepción de Mariana Mazzucato, y con lujo de detalles, ella muestra que los proyectos de investigación básica tienen que ser financiados por los gobiernos. Ningún privado asume el altísimo costo que conlleva el desconocimiento total del resultado futuro asociado a estas inversiones.


La incertidumbre es la aceptación radical de que en el futuro no sabemos. Es muy diferente al riesgo, que sí admite cálculo de probabilidad porque los eventos son repetidos. Solamente una vez que el desarrollo científico se ha consolidado, la empresa privada puede comenzar a rentabilizar la inversión. Y Mazzucato pone como ejemplo las grandes «misiones», como la nuclear, el proyecto Manhattan, o la «conquista de la Luna». Por esta razón, concluye que el gobierno no «desplaza» (crowding out) la inversión privada; todo lo contrario: la inversión pública hala (crowding in) la privada.


Y un tercer enfoque, deja de lado las consideraciones sobre riesgo e incertidumbre. Afirma que la inversión pública se tiene que hacer cuando se trata de un asunto de política nacional. Esta prioridad minimiza cualquier argumento diferente. La inversión se realiza porque el gobierno así lo ha decidido y, en consecuencia, se le asignan todos los recursos que sean necesarios.


Una vez que se está en la primera perspectiva, que asimila los riesgos de las inversiones pública y privada, Lastra describe alguna de las conversaciones que tuvo con los principales actores que participaron en la toma de decisiones. Sobre todo, en el gobierno de Gaviria, había varias razones para invitar a las empresas privadas para que invirtieran en el sector energético:


i) Suavizar el peso de las finanzas públicas. Si el privado realiza la inversión, el Estado no la tiene que hacer. Las dificultades presupuestales siempre han sido más o menos angustiosas, y el sector privado tiene capacidad de realizar inversiones importantes en un plazo relativamente corto. En este escenario, el gobierno tiene que estar dispuesto a crear un ambiente que incentive la inversión privada.


ii) La otra reflexión tenía que ver con el mejoramiento de la eficiencia. Y ello se lograría estimulando la competencia entre empresas privadas, y entre éstas y las públicas. Desde mediados de los ochenta este tipo de argumentación fue ganando relevancia en Colombia y a nivel internacional. La competencia reduce costos y termina favoreciendo a los usuarios. El supuesto subyacente es que la empresa pública está dispuesta a minimizar los costos, y a generar un excedente como lo hace la empresa privada.


iii) El mejoramiento de la información. Para los organismos de control del Estado es importante conocer la situación financiera y administrativa de la entidad regulada. Tirole, premio Nobel de economía, dice de manera realista que todas las empresas sometidas a vigilancia sesgan, de una u otra manera, la información tratando de complacer al regulador. Esta situación se presenta en el mundo entero, y el regulador no es ingenuo, y sabe que este comportamiento es inevitable. El sesgo del regulado se reduce si el Estado es propietario de una empresa similar, porque tiene mejor conocimiento de la estructura de costos del sector, así que el control y la vigilancia pueden ser más expeditos.


Estas tres dimensiones se desprenden claramente de los diálogos que se presentan en el texto. Allí se reflejan estas preocupaciones. Las decisiones de política pública siempre exigen pragmatismo. Como es imposible calcar algún modelo teórico, los debates que se realizaron alrededor de las privatizaciones combinan diversos argumentos. Y siguiendo con cuidado las reflexiones de Lastra y los diálogos mencionados, es evidente la presencia, siempre traslapada, de las diversas opciones conceptuales.


Los cambios en la institucionalidad del sector


Aunque el énfasis de Lastra es la evolución de las empresas de energía del Caribe, tiene numerosas referencias al ordenamiento institucional del sector. El punto de inflexión, por llamarlo de alguna manera, fue el apagón de 1992. El autor expone de manera clara las hipótesis que podrían explicar lo sucedido. Claramente, hubo errores de prospectiva, sobre todo porque se sobredimensionó la capacidad del sector. Pero también eran evidentes las dificultades institucionales derivadas de la mala gestión de las empresas. La burocratización de algunas de ellas no permitió tomar decisiones oportunas. Además, hubo equivocaciones en la lectura de los hechos. No se entendió que la dependencia de la generación hidráulica hace que el conjunto del sistema sea muy vulnerable.


El examen de la evolución del sector es optimista. Lastra muestra que el país ha tenido éxito en el mejoramiento de la cobertura. En las áreas urbanas el servicio es casi universal. Destaca, igualmente, las bondades del «cargo por confiabilidad», que creó las condiciones de posibilidad para el desarrollo de las energías térmicas. Sin este instrumento el balance financiero no habría sido posible. Gracias a la complementariedad hidráulica/térmica, se logró dar un salto cualitativo que ha evitado la repetición del apagón.


También ha sido un avance significativo, continúa Lastra, la integración de todo el sistema. Ello ha permitido equilibrar la oferta y la demanda agregadas. La interconexión permite compensar los desbalances de las diferentes regiones. La diferenciación clara de los actores, entre generadores, distribuidores y comercializadores, con la definición clara de las tareas de cada uno, en un contexto integrado, ha contribuido a darle mayor transparencia al sistema. La negociación de contratos, y la participación en la subasta en bolsa ha sido posible gracias a la precisión de las funciones que tiene cada una de las partes. Gracias a esta claridad de roles, se han podido resolver conflictos como los derivados de la integración vertical, o la imposición de precios por parte del agente dominante.


Entre los cambios institucionales significativos, Lastra destaca la creación de la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG). Dada la complejidad del sector es necesario que haya un agente regulador, de alto nivel técnico, que diseñe una tarifa que cumpla con dos objetivos difíciles de conciliar. Uno, es la estabilidad financiera de la empresa. Y, el otro, es el respeto por la capacidad de pago de los usuarios. La conjunción de ambos propósitos nunca será óptima. Siempre habrá quejas de un lado o del otro. De todas formas, insiste el autor, es necesario que los consumidores tengan la posibilidad de expresarse y manifestar sus inconformidades.


El drama del Caribe


Para Lastra es imposible no hacer algunas referencias personales. Su origen caribeño fue una motivación adicional para asumir la difícil gerencia de Afinia. Buscó, de la mejor manera posible, resolver problemas estructurales, que comprometían la estabilidad financiera de la empresa.


Sin entrar en los detalles de los balances contables, el autor logra describir de manera acertada el drama de Air-e y Afinia. El costo de las inversiones para reponer los equipos que nunca tuvieron la atención de Electricaribe, aunado a la falta de pago de un porcentaje considerable de hogares y a la displicencia del gobierno con la llamada «opción tarifaria» han creado un panorama financiero complejo. El autor es consciente de que el aumento tarifario tiene un límite, relacionado con la capacidad de pago de los hogares, y con un criterio de justicia elemental: quien paga no tiene por qué asumir el costo de quien no paga.


Tratando de no perder el optimismo que marca el conjunto de su reflexión, Lastra busca opciones viables para la crisis energética de la región. La reciente intervención de Air-e, y la difícil situación que se le presenta a Afinia, con su matriz EPM, exigen que en cualquier alternativa el gobierno nacional debe jugar un papel determinante. Con razón, el alcalde de Medellín ha dicho que los excedentes de EPM no se pueden destinar a compensar las pérdidas de Afinia. La disminución de los excedentes de EPM implicaría una reducción importante de las inversiones públicas a favor de los habitantes de Medellín, ya que en las finanzas de la ciudad, EPM es una pieza fundamental.


Este panorama sombrío tiene su expresión más dolorosa en los cobros desproporcionados que se les están haciendo a los usuarios. Los males de estas dos empresas se están agudizando. Mientras tanto, el exministro Camacho y el presidente Petro anuncian reducción de tarifas. Es un sueño imposible. Y el desprecio que ha tenido este gobierno por los equipos técnicos de la CREG ha llevado a postergar las soluciones.


Aunque el horizonte en el Caribe es oscuro, hay soluciones. Algunas de las que se mencionan en el libro son: i) La creación de un fondo autónomo que financie la modernización de la infraestructura eléctrica que, en palabras del autor, «nunca ha estado en condiciones óptimas». ii) Estímulos tributarios, como eliminación del IVA y los aranceles a la importación de los equipos destinados a la inversión y reposición de los activos del sector. iii) Inversiones en renovables y modelos comunitarios. Esta ha sido una obsesión de este gobierno. Se debe continuar en esta dirección. iv) El presidente Petro también ha insistido en la relevancia de las comunidades energéticas. Lastra las ve con simpatía. Considera que bien estructuradas pueden jugar un papel importante en la solución de la crisis actual. v) El gobierno ha propuesto crear una nueva empresa para coordinar las iniciativas de renovables. Este proyecto todavía es borroso y requiere mayor discusión. vi) Y, finalmente, es necesario mejorar el sistema tarifario en dos sentidos. Por un lado, reducir el porcentaje de no pago. Y, por el otro, modernizar la tecnología de tal manera que haya una mayor personalización de la tarifa, y se puedan diseñar diversas modalidades de pago.


El libro se publica en una coyuntura especialmente compleja. Está escrito de tal forma que lo pueden leer sin dificultad los «hacedores» de política, los usuarios de los servicios, y quienes están pensando en la formación de comunidades energéticas. Sin sacrificar el rigor técnico, los problemas se plantean con claridad.


Ojalá, en el inmediato futuro Lastra tenga la posibilidad de tener nuevos espacios para discutir soluciones. Este libro es la mejor expresión de que conoce el tema, y de que ha vivido en carne propia las angustias que resultan de una ecuación que casi siempre parece imposible: estabilidad financiera, equidad, eficiencia y sostenibilidad ambiental.













Introducción


A pesar de los desafíos financieros, ambientales y logísticos, el sistema eléctrico colombiano ha logrado consolidarse en términos de cobertura y calidad. Sin embargo, las disparidades regionales son profundas. En las regiones con un servicio eléctrico de mayor eficiencia, el desarrollo económico y social alcanza niveles superiores. La calidad y los costos del servicio eléctrico inciden directamente en los niveles de riqueza y pobreza.


El concepto de pobreza energética describe la situación de quienes no tienen la energía suficiente para cubrir sus necesidades básicas. Según la organización española Acción contra el Hambre, «la pobreza energética priva a las personas de los servicios básicos para llevar una vida digna». No tener luz impide refrigerar los alimentos, limita el acceso al agua y gas, dificulta la comunicación y perjudica el estudio. La pobreza energética afecta el acceso al empleo y puede llevar a la exclusión social (Acción contra el Hambre, 2022) [1].


En Colombia, la costa Caribe ha sido una de las regiones menos favorecidas en términos de servicio eléctrico. Las deficiencias de este sector explican en gran parte los entornos de pobreza y vulnerabilidad en el norte del país. Estas carencias se manifiestan en la falta de acceso a servicios públicos esenciales, problemas de salud pública, viviendas precarias, alta deserción escolar y bajos ingresos.


He tenido la oportunidad de asumir en distintas ocasiones responsabilidades en la solución del deficiente servicio energético del Caribe. Haber encontrado problemas tan diversos y complejos, así como medidas para resolverlos apresuradas y sesgadas, me motiva a escribir este libro. En estas páginas busco explicar las causas de dichos problemas y compartir aprendizajes. Sobre todo, me interesa proponer soluciones para no sucumbir ante la desesperanza.


Pretendo construir las propuestas sobre experiencias del sector gubernamental y empresarial, pero también a partir de las realidades de millones de familias de la costa. Los usuarios del servicio energético son los verdaderos héroes de esta tragedia y serán también los artífices de las soluciones. Han soportado un servicio de energía plagado de dificultades y, al mismo tiempo, han financiado los eslabones de la cadena energética. Aunque hay subsidios y fondos de la nación, estos recursos provienen de los impuestos pagados también por los costeños.


Los consumidores de energía del Caribe han protagonizado protestas desesperadas y han hecho reclamos genuinos. Sus propias experiencias los convierten en conocedores directos de las carencias del sistema. En los espacios de toma de decisiones, deberían ser los primeros en ser escuchados, pero, en lugar de eso, se les estigmatiza como ladrones de energía o exponentes de una cultura del incumplimiento. Sus voces merecen ser atendidas antes que las de políticos, empresarios y académicos que —a pesar de tener buenas intenciones— han contribuido a engrosar la lista de soluciones desacertadas.


Por más complejos que sean, los desafíos potencian el ingenio. Lo hemos visto en otros países con retos energéticos similares. Estoy convencido de que, en menos de diez años, el Caribe colombiano se convertirá en un referente internacional gracias a su modelo innovador de servicio energético, su logística y su avanzada infraestructura tecnológica. Será una población destacada por encima de la media nacional en producción económica.












CAPÍTULO 1

 Breve historia de la electrificación en Colombia


El suministro de energía eléctrica en Colombia inició a finales del sigloXIX con la instalación de la primera planta hidroeléctrica en la Hacienda El Charquito, en Soacha, Cundinamarca. Poco después surgieron más plantas hidroeléctricas en Medellín y Cali, así como plantas de vapor en Barranquilla y Cartagena, que dependían del carbón importado. En sus inicios, el servicio estaba dirigido al alumbrado público, al comercio y a las residencias de los sectores más acomodados, y era gestionado bajo un modelo de concesiones municipales otorgadas a empresas de capital mixto.


Durante las tres primeras décadas del siglo XX, la expansión eléctrica fue lenta. Sin embargo, a partir de 1936, el Estado asumió un rol más activo en el desarrollo de proyectos eléctricos y servicios públicos domiciliarios. La Ley 126 de 1938 permitió la construcción de plantas eléctricas con recursos de la banca multilateral para atender la creciente demanda de energía. Esto dio lugar a la creación de empresas independientes como la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá (EEEB), Empresas Públicas de Medellín (EPM), la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), la Corporación Eléctrica de la Costa Atlántica (CORELCA) y el Instituto Colombiano de Energía Eléctrica (ICEL), que, con autonomía financiera y presupuestal, obtuvieron créditos para desarrollar sus proyectos (Comisión de Regulación de Energía y Gas, CREG, 2013) [2].


A principios de los años sesenta comenzó una etapa clave para el sistema eléctrico colombiano, centrada en interconectar toda la infraestructura del país para optimizar la eficiencia de las tecnologías de generación hidráulica y térmica. En 1967, durante el gobierno de Carlos Lleras Restrepo, se impulsó la creación de Interconexión Eléctrica S.A. (ISA), con la participación accionaria de las empresas regionales. Este grupo asumió la responsabilidad de diseñar y ejecutar planes de expansión, generación y transmisión. En los años setenta, ISA adquirió un dominio casi monopolístico en la generación, lo que colocó a las empresas regionales en desventaja. Estas reclamaron entonces el derecho a desarrollar sus propios proyectos de gran envergadura, lo que lograron en 1980 mediante un acuerdo respaldado por el Banco Mundial.


La interconexión eléctrica del país se consolidó con las megaobras hidroeléctricas, desarrolladas principalmente por EPM y EEEB, lo que permitió satisfacer la creciente demanda de energía. Sin embargo, las deudas con el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo se convirtieron en los principales compromisos externos de la nación. Aunque los proyectos presentaban cierres financieros aceptables, factores administrativos, burocráticos y políticos deterioraron la economía de las empresas regionales. Para superar la crisis, las empresas cedieron su participación al Estado, que asumió el control accionario de ISA y de las electrificadoras departamentales. Además de los problemas financieros del sector, los ciclos macroeconómicos y las decisiones gubernamentales inadecuadas también impactaron negativamente los resultados. La inflación de los años setenta y ochenta, parcialmente contrarrestada con el congelamiento de las tarifas de energía, generó problemas de liquidez, retrasos en las inversiones y un deterioro significativo del servicio a nivel nacional.


Caribe en penumbra


Los altos índices de interrupciones en el servicio de energía eléctrica en el Caribe colombiano forman parte de su historia. Décadas de deficiencias en el suministro eléctrico han transcurrido bajo el paraguas de múltiples «soluciones temporales». Antes de la mitad de los años noventa, en la costa Caribe, pocas personas se quejaban de las constantes interrupciones del servicio. Por el contrario, los momentos de luz proporcionados por las antiguas electrificadoras eran valorados casi con veneración. Los trabajadores de estas empresas sentían orgullo al portar sus uniformes o carnets, símbolos de estatus y respeto en sus comunidades.


He escuchado testimonios como el de Víctor Gutiérrez, quien trabajó durante 47 años como operario de mantenimiento en la desaparecida Electrificadora de Bolívar. Según él, en aquella época, cuando la brigada terminaba los trabajos de reparación y restablecía el servicio en un sector, la comunidad no solo les aplaudía, sino que también les ofrecía refrescos y bocadillos como muestra de gratitud.


Durante mi niñez en Santa Marta, ciudad donde nací y viví mi adolescencia, las interrupciones del servicio eléctrico a menudo me impedían estudiar. Aunque podía leer a la luz de una vela o lámpara de gas, el calor y los insectos lo hacían incómodo. Mi papá, Alfonso, me sugería ir a la «avenida del ferrocarril», recién pavimentada y cercana a nuestra casa, para aprovechar la luz del alumbrado público. Este tipo de soluciones reflejan la resiliencia y creatividad de la gente del Caribe.


La pasividad de los habitantes frente al servicio irregular proporcionado por CORELCA desde su creación en 1967 no ejerció presión sobre sus administradores ni sobre el Gobierno nacional para mejorar las condiciones del servicio. Las principales preocupaciones de la época estaban centradas en la crisis financiera derivada de la abultada deuda externa de la nación y en el modelo de negocio, que no generaba suficiente flujo de caja para cumplir sus compromisos.


CORELCA y sus subsidiarias gestionaban toda la cadena energética: generación y transmisión por parte de la primera, y distribución y comercialización a cargo de las segundas. El proceso iniciaba con la generación de energía en plantas térmicas alimentadas con carbón, cuya electricidad era enviada a subestaciones para ajustar el nivel de tensión. Posteriormente, recorría kilómetros de redes de transmisión sujetas a torres metálicas hasta llegar a otras subestaciones cercanas a los municipios de los siete departamentos. Allí, nuevamente se ajustaba el nivel de tensión y la energía pasaba a los circuitos de distribución. Finalmente, la electricidad transitaba por cables de media y baja tensión hasta llegar a barrios, viviendas, comercios, industrias e instalaciones oficiales. Este modelo operó hasta la promulgación de la ley eléctrica de 1994, que estableció la separación de actividades en negocios independientes.


El servicio de energía en la costa Caribe, aunque constante, presentaba serios problemas financieros que amenazaban su sostenibilidad. En 1987, durante el gobierno de Virgilio Barco Vargas, la Financiera Eléctrica Nacional (FEN) contrató a Jorge Eduardo Cock Londoño, reconocido economista y futuro ministro de Minas y Energía, para realizar un diagnóstico integral sobre CORELCA Acompañado por Luis Alberto Zuleta Jaramillo, consultor económico, Cock elaboró un análisis que incluyó propuestas de políticas públicas y planes de recuperación económica, además de proyecciones financieras a mediano y largo plazo. Entre las variables analizadas destacaron las tarifas reguladas por una Junta Nacional, la capacidad de inversión, los costos y gastos operativos, las pérdidas técnicas y el robo de energía, una práctica extendida en el mercado.


Los resultados de este ejercicio, que tomó dos años, también consideraron el comportamiento de los consumidores por segmentos, especialmente su capacidad de pago, un elemento clave para diseñar una política de subsidios efectiva. El extenso informe, titulado Plan de recuperación financiera del sistema CORELCA, fue presentado inicialmente a la entonces ministra de Minas y Energía, Margarita Mena de Quevedo, quien lo compartió con Luis Fernando Alarcón, ministro de Hacienda y Crédito Público, y Luis Bernardo Flórez Enciso, director del Departamento Nacional de Planeación (DNP). Posteriormente, se programó una reunión en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, donde los dos ministros, el director del DNP, el presidente de la FEN, el gerente de CORELCA y sus respectivos equipos técnicos, junto a los consultores, discutieron los hallazgos del informe. La reunión fue bastante numerosa, una práctica común en el sector público.


Las principales recomendaciones del plan de recuperación de CORELCA se centraban en una urgente reestructuración tarifaria, recuperación de cartera, reducción de pérdidas de energía, racionalización de inversiones, revisión del tratamiento diferencial a los mercados, modernización de plantas térmicas, subsidio al combustible, capitalización de las electrificadoras y fortalecimiento de la gestión administrativa e institucional.


A simple vista, los puntos analizados en el diagnóstico se limitaron al desempeño técnico, financiero y de gestión empresarial de la compañía y sus filiales. Aunque los consultores evidenciaron con claridad las dificultades de la empresa, podría cuestionarse si su enfoque fue suficientemente disruptivo. Como afirman algunos teóricos del campo de la innovación [3], «no pensaron fuera de la caja».


La modernización de las plantas térmicas y el subsidio al combustible eran imperativos para garantizar el suministro de energía firme. Sin embargo, a pesar de que en esa época ya existían tecnologías de energías renovables, no se consideró su incorporación en la industria eléctrica colombiana. Es probable que los consultores se limitaran al alcance y objeto del contrato, o que consideraran inviables las energías limpias debido a sus altos costos.


En los años noventa, países como España comenzaron a implementar soluciones eólicas, financiadas mediante incrementos graduales en las tarifas trasladados a los usuarios. En el caso de CORELCA, con presencia en La Guajira, un territorio ideal debido a los vientos alisios, habría sido interesante recibir una recomendación de ese tipo, considerando la posibilidad de cofinanciación estatal para aliviar los costos de los usuarios.


No fue hasta 2005 que se desarrolló el primer proyecto eólico en Colombia, Jepirachi, propiedad de EPM, con una capacidad de 19,5 MW. Aunque el proyecto estaba destinado al sistema interconectado nacional y no exclusivamente al Caribe colombiano, demostró el potencial de la energía renovable en la región.


Durante el gobierno del presidente Barco, el documento de Cock y Zuleta quedó relegado a «recomendaciones sin acción». El contexto político, dominado por la campaña electoral de 1990, contribuyó al desmoronamiento de la eficiencia de las entidades públicas. Sin embargo, el estudio se convirtió en una referencia clave para decisiones futuras, como la reestructuración del sector eléctrico en 1994. Además, el documento del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) 2425 de 1989 destacó uno de los puntos planteados por Cock y Zuleta: la necesidad de implementar un plan de emergencia para reducir las pérdidas de energía eléctrica, no solo en CORELCA, sino en todo el sector.


El concepto de «pérdidas de energía» se refiere a la electricidad despachada por las generadoras y recibida por las distribuidoras para ser suministrada a los clientes, pero que se pierde debido a condiciones técnicas de la red o a manipulaciones por parte de los usuarios finales. Estas pérdidas representan no solo un despilfarro de recursos, sino también un impacto económico significativo. El distribuidor debe pagar al generador, independientemente de la recaudación, lo que genera un déficit financiero que finalmente recae en los accionistas, en este caso, el Estado. Entre 1971 y 1976, las pérdidas de energía se mantuvieron en un 17%. Sin embargo, desde 1977, el indicador aumentó considerablemente, alcanzando un 24,4% en 1988.




Las recomendaciones del documento CONPES


Las recomendaciones contenidas en el documento CONPES no solo definieron compromisos de gestión y acciones técnicas y administrativas, sino que también incluyeron estimaciones financieras y fuentes de recursos. El CONPES 2425 de 1989 proponía una inversión de 400 millones de dólares en infraestructura y gestión, financiada con recursos provenientes de la Financiera Eléctrica Nacional (FEN) y el Banco Interamericano de Desarrollo. Para dimensionar esta cifra, basta compararla con el Plan Nacional de Desarrollo del presidente Gaviria, la revolución pacífica, que contemplaba inversiones por un total de 1.351 millones de dólares durante el cuatrienio 1992-1995, lo que representaba casi la tercera parte de ese monto.


El apagón de 1992


A pesar de las dificultades históricas que han acompañado al sector eléctrico en Colombia, la industria y el Estado han demostrado en múltiples ocasiones su capacidad para enfrentar y superar retos. Uno de los episodios más críticos, tras los racionamientos de 1977, 1980 y 1981, fue el apagón que comenzó en marzo de 1992 y se extendió hasta febrero de 1993. Este evento afectó gravemente al país con interrupciones del servicio de hasta diez horas en seis departamentos de la costa Caribe, nueve horas en Bogotá y hasta el doble en San Andrés y Providencia.


Entre las medidas más recordadas para mitigar los efectos del apagón estuvo la iniciativa del entonces ministro de Comercio, Juan Manuel Santos, quien propuso adelantar una hora los relojes a partir del 2 de mayo de 1992. Este cambio de horario, conocido como La Hora Gaviria, estuvo vigente hasta enero de 1993 (Lara, 2022) [4].


Se atribuyen al apagón diversas causas, entre ellas el fenómeno de El Niño, la reducción de los niveles de agua en los embalses, los retrasos y sobrecostos del megaproyecto hidroeléctrico del Guavio, la crisis económica derivada de la devaluación del peso y los desaciertos en la administración de ISA (Lara, 2022) [5].




Consulté a profesionales vinculados al sector en aquella época sobre las causas del apagón en el Caribe, quienes señalaron que la principal razón fue que las plantas térmicas de CORELCA rara vez se activaban y recibían poco mantenimiento. Los recursos destinados al mantenimiento se desviaban continuamente para cubrir los déficits crónicos de las electrificadoras. Por esta razón, cuando se necesitó que las plantas generaran energía, no estaban operativas.


El entonces ministro de Minas y Energía, Juan Camilo Restrepo, afirmó ante la Comisión Tercera del Senado que «el verano no era la causa estructural del problema, sino un factor que aceleró el desencadenamiento de una situación latente desde hacía varios años: una planificación deficiente». Según Restrepo, la oferta energética del país no respondía al crecimiento de la demanda de energía eléctrica. En la misma sesión, declaró que el sector debía aumentar su capacidad en 350 megavatios anuales, pero esos planes no se ejecutaron. En 1992, el costo económico anual de un racionamiento de energía en Colombia se estimó entre 1.000 y 1.600 millones de dólares (Mejía Mazuera, 1992) [6].


A Guillermo Perry, quien había sido ministro de Minas y Energía, se le atribuyó parte de la responsabilidad del apagón por haber declarado siete años antes que el sistema eléctrico estaba sobredimensionado. En su libro Decidí contarlo, Perry señaló que, aunque la capacidad era suficiente, el problema residía en los errores en la operación de los embalses y en la falta de mantenimiento de las plantas térmicas. Además, indicó que estos puntos ya habían sido identificados en informes de la Contraloría General de la República, el Congreso y una comisión gubernamental creada para analizar las causas del apagón (Perry, 2019) [7].


Las causas del apagón también están detalladas en la sentencia de revisión de la Corte Constitucional C-447 de 1992 al Decreto 680 del mismo año, que declaró el estado de emergencia económica y social. Este decreto se basó en el documento presentado por Alberto Brugman Miramón para la Comisión Nacional de Energía.




Al borde de otro racionamiento


El fantasma del apagón siempre ha rondado a Colombia. Con el tiempo, ha quedado más claro que el rezago en los proyectos de generación representa un desafío significativo frente al rápido crecimiento de la demanda de energía eléctrica.


Durante el fenómeno de El Niño de 2015-2016, el país estuvo a punto de revivir la crisis de 1992 debido a problemas en tres de las principales generadoras de energía. El primer incidente ocurrió en noviembre de 2015, cuando Termocandelaria se declaró indisponible por dificultades financieras. Poco después, la Superservicios intervino en la compañía, designándome como agente interventor. Más adelante, el 15 de febrero de 2016, un incendio en uno de los cuartos de máquinas de la central hidroeléctrica de Guatapé, Antioquia, propiedad de EPM, obligó a suspender temporalmente su operación. Este evento fue provocado por la sequía y los bajos niveles de los embalses.


Días después, una turbina de la planta generadora Termoflores, ubicada cerca de Barranquilla, sufrió daños, dejando a la planta fuera de funcionamiento por un tiempo. En conjunto, Guatapé y Termoflores suministraban el 10% del consumo de energía del país. El entonces ministro de Minas y Energía, Tomás González, declaró públicamente que el sistema eléctrico nacional estaba sometido al máximo grado de estrés, que se había alcanzado el límite de la capacidad de generación de energía, y que el país se enfrentaba a un racionamiento inminente.


En marzo de 2016, mientras la crisis energética dominaba la agenda periodística nacional, Henry Jiménez, experto en derecho de la energía e investigador del Heidelberg Center for Latin America, ofreció una conferencia en la Cátedra Europa, organizada por Uninorte. Durante su intervención, Jiménez señaló que la crisis era consecuencia de la falta de planeación, no de la sequía. Afirmó que era inadmisible que Colombia estuviera al borde del colapso energético, considerando que los gobiernos de América Latina sabían que fenómenos como El Niño y La Niña ocurren cada diez o quince años. Además, subrayó que la dependencia de una sola fuente de energía era un error estratégico (Zuleta, 2016) [8].


Las leyes de la reestructuración


Una tarde de abril de 1994, visité Barranquilla en comisión oficial para reunirme con el equipo directivo de la Electrificadora del Atlántico (Electranta). Me habían invitado a compartir la experiencia del Ministerio de Minas y Energía en la implementación del sistema de control interno, especialmente en los procesos de gestión de riesgos. Apenas un mes antes, a mis 27 años, el ministro Guido Nule Amín me había designado como secretario general de la cartera tras la renuncia de mi predecesor.


Desde la ventana de la oficina del gerente de Electranta, casi al anochecer,vi cómo comenzaban a caer gotas de lluvia, que al contacto con los transformadores oxidados los hacían estallar. La ciudad se iba apagando por circuitos, mientras transeúntes y conductores buscaban refugio de los ríos callejeros, los arroyos habituales en la Puerta de Oro de Colombia. Antes de que el caudal me dejara atrapado, me despedí y regresé al hotel.


En la tranquilidad de mi habitación, repasé lo sucedido durante la reunión, especialmente el momento en que se presentaron los estados financieros de la empresa de distribución y comercialización de energía. Observé, asombrado, las cifras proyectadas en el acetato: los pasivos superaban los activos y los ingresos habían sido históricamente inferiores a los gastos. Me pregunté qué sentido tenía hablar de gestión de riesgos en una empresa en quiebra. Pensé que ya era demasiado tarde. Dos años antes, la compañía, junto con las demás electrificadoras públicas del país, había sido incluida en un plan de reestructuración financiera en el que el Gobierno nacional asumió gran parte de sus deudas, en su mayoría relacionadas con clientes oficiales.


Al día siguiente, de regreso en Bogotá, busqué un momento para hablar con el ministro Nule. Necesitaba su firma en varias resoluciones, licencias mineras, correspondencia y otros documentos que formaban una pequeña torre en mi escritorio. También quería contarle sobre mi experiencia en Barranquilla. Me quedé trabajando hasta tarde para esperar su regreso. Cuando finalmente llegó, venía de un debate en las comisiones Quinta y Sexta del Senado sobre los proyectos de ley de energía eléctrica y servicios públicos domiciliarios.


—Buenas noches, ministro —dije, poniéndome de pie frente a la puerta de su oficina con la pila de documentos en las manos.


—Hola, Javier, adelante, por favor —respondió con amabilidad. Una vez me senté, él inició la conversación con entusiasmo.


—Los proyectos de ley están avanzando. A pesar del ambiente electoral por las presidenciales, los congresistas están muy participativos —comentó mientras se acomodaba en su silla—. ¿Qué es lo que tengo que firmar?


Le entregué los documentos, explicándole cada uno de ellos. Mientras firmaba, dejó su bolígrafo a un lado y, con curiosidad, me preguntó:


—¿Qué novedades tienes?


—Ayer estuve en Barranquilla, ministro, en Electranta —respondí—. Me sorprendió la crisis financiera que atraviesa la empresa.


—No es solo esa —me interrumpió—. Todas las electrificadoras de la costa y del interior, junto con CORELCA e ICEL, están en una situación crítica. Es un problema estructural del sector eléctrico. Si las tarifas no cubren los gastos y las inversiones, es imposible optimizar el servicio. Además, el recaudo es muy inferior al nivel necesario para garantizar la sostenibilidad.


El ministro tomó nuevamente el bolígrafo, pero en lugar de continuar firmando, siguió explicándome el problema.


—A pesar de las bajas tarifas, los mercados son pobres, especialmente en la costa. Las entidades oficiales no tienen recursos para pagar la energía que consumen. Los acueductos, los hospitales y los colegios son los principales morosos de las electrificadoras. Esto genera una cadena de incumplimientos: las electrificadoras no pueden pagarles a los generadores, y los generadores no pueden pagarles a los transportistas. Así terminamos con un servicio ineficiente, con cortes permanentes y una calidad deteriorada.


—Por eso es necesario reestructurar el sector eléctrico del país —comenté.


—Definitivamente —respondió el ministro Nule—. Hay que reestructurarlo. Y para eso es crucial expedir la ley de servicios públicos y la ley eléctrica. Son esenciales para superar la crisis de todos los servicios domiciliarios.





* * *


Durante el gobierno del presidente César Gaviria Trujillo proliferaron leyes y normas sobre gestión pública, en el marco de una política orientada hacia la modernización, la reducción y la eficiencia del Estado. «Empresa que no se modernice está condenada a la desaparición» era el eslogan del proyecto de reformas del presidente Gaviria, que imprimía una dinámica particular a los equipos de las entidades públicas, motivándolos a presentar propuestas de modernización para evitar la liquidación de sus instituciones.


El sector eléctrico recibió especial atención dentro de este plan de modernización. El apagón de 1992 y las debilidades financieras del sector fueron catalizadores de una profunda reestructuración, influenciada también por las tendencias económicas de la época: libre competencia, privatizaciones y globalización. Asimismo, las disposiciones de la reciente Constitución Política de 1991 introdujeron nuevos lineamientos para los servicios públicos domiciliarios.


El ministro Guido Nule Amín, junto a los ministros Rudolf Hommes Rodríguez (Hacienda y Crédito Público), William Jaramillo Gómez (Comunicaciones), Jorge Bendeck Olivella (Obras Públicas y Transporte) y Luis Alberto Moreno (Desarrollo Económico), presentaron al presidente del Senado, José Blackburn Cortez, la exposición de motivos de los proyectos de Ley 142 y 143 de 1994, que abordaban, respectivamente, los servicios públicos y el sector energético.


La sustentación se basó en tres hechos innegables:




	La calidad de vida y la salud dependen del acceso a los servicios públicos.


	La productividad y competitividad de los trabajadores y empresarios colombianos están directamente relacionadas con la eficiencia de estos servicios.


	La presión que estos dos aspectos ejercen sobre el presupuesto de la nación.





En la exposición, los ministros plantearon los problemas más comunes de los servicios públicos en forma de preguntas clave: ¿cómo lograr la capacidad económica para expandir la cobertura y el suministro a todo el país? ¿Cuáles deberían ser las fuentes de financiación? ¿Deberían subsidiarse los consumidores, o al menos los más pobres? ¿Qué papel deberían desempeñar los impuestos en la financiación de los servicios básicos? ¿Cómo garantizar la eficiencia en la prestación de estos servicios?


Fieles a los principios de la nueva Constitución, los proyectos destacaban la importancia de la participación del capital privado en la prestación de los servicios públicos, dentro de los límites y fines establecidos. Los ministros respaldaron su sustentación con cifras contundentes que evidenciaban las brechas en el acceso a la energía eléctrica entre las zonas urbanas y rurales. Aunque en 1985, el 95% de los hogares urbanos contaban con electricidad, en las zonas rurales el indicador era de apenas el 41%. Estas cifras reflejaban un avance en comparación con 1938, cuando solo el 48% de los hogares urbanos disponía de electricidad, y las áreas rurales tenían una cobertura nula. Sin embargo, la disparidad seguía siendo considerable, marcando el desafío de ampliar la cobertura, especialmente para los grupos más pobres.




Los ministros también señalaron a los administradores y políticos como responsables de la falta de ajustes tarifarios oportunos cuando aumentaban los costos de producción. Aunque se realizaron algunos ajustes, estos fueron tardíos, lo que generó inestabilidad financiera en las empresas y limitó su capacidad para mejorar y expandir los servicios. Este atraso tarifario tuvo graves repercusiones en el nivel de vida de la población. Según las estimaciones, los aportes del Estado al sector eléctrico para financiar subsidios a los usuarios residenciales durante los cuatro años siguientes se calcularon en 1.200 millones de dólares.





* * *


Faltaba poco para las diez de la noche, y el ministro Nule todavía no había terminado de firmar los documentos. Seguimos conversando sobre la reestructuración del sector eléctrico.


—Ministro, ¿usted cree entonces que abrir la posibilidad de entrada de capital privado para invertir y competir sería clave para mejorar la situación del sector? —le pregunté.


—Fíjate que, como lo dijimos en la exposición de motivos de los proyectos de ley, los servicios públicos domiciliarios, incluyendo el sector eléctrico, tuvieron un origen municipal y privado. Fue a partir de la segunda mitad de este siglo cuando el Gobierno central asumió un papel protagónico en la inversión y administración de los servicios. En esa época, se confió en la intervención del Estado para realizar inversiones en infraestructura y otorgar subsidios, aprovechando sus capacidades para conseguir recursos, incluso por encima de los entes territoriales y los privados. Pero hoy en día las cosas han cambiado. Ahora son nuevamente los privados los que cuentan con incentivos y rentabilidades en el sector de los servicios públicos, ya sea de manera individual o en alianza con los municipios o departamentos.




»Recuerda, Javier, que a raíz de la Reforma Municipal y con la nueva Constitución, se invirtieron los papeles. Se les ha otorgado autonomía a los territorios. Además, la Carta Constitucional establece que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, pero abre la posibilidad de que también sean prestados por particulares. Sin duda, se crean enormes posibilidades para fomentar condiciones favorables a la competencia entre empresas públicas, privadas y mixtas.


»En esencia, esa libertad de entrada de empresas privadas busca, por una parte, garantizar recursos suficientes para la prestación del servicio y la ampliación de la cobertura, y por otra, asegurar que el servicio sea de calidad y eficiente; es decir: que tenga menores costos y tarifas más bajas.


El ministro irradiaba su habitual optimismo. Su personalidad tranquila le permitía ver las cosas de manera sencilla.


—Este nuevo escenario de públicos y privados compitiendo entre sí marcará uno de los desafíos más importantes, cuando se aprueben estas leyes —continuó explicándome—. Las autoridades deben intervenir y vigilar, pero sin obstruir. El reto para el Estado será no confundir la función de regulador o la de vigilancia y control, con la de administrador de empresas en competencia.


—Pero eso sí me genera dudas, ministro —lo interrumpí—. Si parte de los inconvenientes de las empresas públicas se atribuye a las administraciones politizadas, ¿cómo sería el desempeño de un Estado empresario y, a la vez, regulador? Existe el riesgo de que las decisiones sean sesgadas, favoreciendo a las empresas oficiales o, por el contrario, afectando negativamente a estas para beneficiar a un privado.


—Ese es el reto —dijo—. Es imposible hacer un cambio abrupto en el que hoy todo es público y mañana todo sea privado; debe haber una transición. Ahora bien, ten en cuenta que las comisiones de regulación estarán blindadas por su independencia, por la forma de escogencia y perfiles de los expertos comisionados. Además, existirán mecanismos de consultas públicas sobre las medidas que se adopten antes de su vigencia. No solo la competencia de regulación recaerá sobre la comisión, sino también sobre el mismo Congreso de la República. Algo muy importante, Javier, es que justamente será el Estado quien deberá garantizar que no exista abuso de posición dominante en condiciones de monopolio. Espero que los cambios estructurales del sector encuentren soluciones eficaces para nuestra región. Como dijo Einstein, «si buscas resultados distintos, no hagas siempre lo mismo».


El ministro firmó el último documento. Luego miró su reloj y se paró con una sonrisa. Poco tiempo después de su salida del Ministerio de Minas y Energía, se desempeñaría como gerente general de Transelca por muchos años hasta su retiro para disfrutar de su pensión.





* * *


Las crisis suelen tener múltiples causas que se entrelazan, acentuando su gravedad. Nada más cierto y repetido que la afirmación: «para resolver un problema, primero hay que entenderlo». Después de 30 años de promulgadas las leyes del sector eléctrico en un gobierno de transformaciones, la ineficiencia del servicio de energía eléctrica en el Caribe colombiano persiste.


La satisfacción del usuario es el principal indicador para determinar la calidad del servicio y sus costos. Sin embargo, en ambos frentes el camino ha estado lleno de propuestas y frustraciones. Esto se debe, en parte, a que las leyes no generaron los mismos resultados en todas las regiones del país, y en parte a que quizá no se comprendieron del todo las complejidades del problema. Con frecuencia, nos enfrascamos en discusiones sobre temas interesantes que merecen atención, pero que no necesariamente constituyen la raíz de las dificultades, ni mucho menos la fórmula mágica para resolverlas. Es necesario analizar estas cuestiones desde una perspectiva histórica para entender por qué no se han logrado los resultados esperados.


A pesar de los esfuerzos realizados y de la buena voluntad de muchos actores, el objetivo de ofrecer un servicio eficiente y a precios asequibles sigue siendo esquivo en el Caribe colombiano. He participado en la construcción de matrices de análisis como la DOFA y la IPERC, elaboradas desde la perspectiva de las empresas, pero creo que es imprescindible construir estas herramientas desde el enfoque de la política pública. Esto implica involucrar a todos los actores y considerar las circunstancias económicas, técnicas, culturales, geográficas y ambientales de las regiones, e incluso de los municipios. Suministrar energía en Bogotá o Medellín es muy diferente a hacerlo en Curumaní, Cesar; La Apartada, Córdoba, o Urumita, La Guajira. Si hay dudas al respecto, basta con revisar los niveles de recaudo y las pérdidas de energía en cada uno de estos lugares.


Estoy convencido de que, a lo largo de este recorrido por momentos de organización y caos en el sistema eléctrico de la costa Caribe, encontraremos vacíos, omisiones, propuestas fallidas y, al mismo tiempo, valiosos aprendizajes. La transformación de esta región y la ruptura de la cadena de pobreza deben abordarse con un enfoque holístico y sostenible. Este es el objetivo primordial de este libro, que busca sentar las bases para construir una política pública eficaz.


El Caribe colombiano necesita un sistema de energía eléctrica eficiente, innovador y adaptado a las necesidades de la región, donde los usuarios sean los verdaderos protagonistas del cambio.


Monopolio público, participación privada y libre competencia


La apertura que las leyes de electricidad y de servicios públicos domiciliarios de 1994 dio a la libre competencia presenta múltiples matices. El cambio de un modelo basado en el monopolio público a uno abierto a la participación privada y la competencia fue una de las grandes apuestas de transformación. Sin embargo, en un sistema como el eléctrico, este enfoque no ha sido aplicable de manera generalizada. Los denominados monopolios naturales; es decir: donde no se justifica tener más de un operador por razones de eficiencia, como los de transmisión y distribución de energía. Debido al elevado tamaño de las inversiones que requieren, resultan más funcionales con un único operador que bajo modelos de competencia. Por esta razón, los costos asociados a estos servicios no se determinan por la oferta y la demanda, sino mediante metodologías reguladas.


Monopolio público


En noviembre de 2012, la Universidad Externado de Colombia publicó el libro Regulación del mercado de energía eléctrica en América Latina, de Luis Ferney Moreno. Este trabajo analiza la convergencia entre la libre competencia y la intervención estatal, destacando cómo muchos países latinoamericanos optaron por el modelo de monopolio público para organizar el mercado eléctrico. Entre los países que derogaron la libre competencia para mantener exclusivamente el monopolio estatal figuran México, Puerto Rico, Costa Rica, Honduras, Cuba, Paraguay, Uruguay y Venezuela. Este enfoque se sustenta en la premisa de que el monopolio público puede alcanzar objetivos sociales más eficientemente que la libre competencia.


La experiencia mexicana ilustra esta dinámica. En 1960, ante la falta de interés del sector privado en el mercado eléctrico, el Gobierno decidió adquirir las acciones de las empresas privadas y anular sus concesiones. Esta medida fue acompañada de una reforma constitucional que introdujo un artículo que establecía: «Corresponde exclusivamente a la Nación generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que tenga por objeto la prestación del servicio público…». Bajo este modelo, el Gobierno instauró un régimen tarifario con subsidios que mantuvo constantes las tarifas durante 13 años, aunque estas se situaban muy por debajo de los costos reales del servicio.


En los años posteriores, el modelo de monopolio público mexicano evolucionó. En 1975 y 1983, el Gobierno promovió reformas constitucionales para permitir que los autogeneradores comercializaran sus excedentes de energía. Sin embargo, las propuestas enfrentaron desacuerdos debido a vacíos en su redacción, más que a la intención de apertura. Posteriormente, en 1999 y 2002, los presidentes Ernesto Zedillo y Vicente Fox intentaron liberalizar el mercado eléctrico, pero sus proyectos reformistas no contaron con el apoyo necesario en el Congreso.


El modelo de monopolio público se mantuvo vigente durante cinco décadas, aunque con opiniones divididas. Sus defensores argumentan que permitió a México lograr resultados notables en cobertura, calidad, seguridad y suministro eléctrico. Para el año 2000, la cobertura en zonas urbanas superaba el 95% y alcanzaba el 79% en zonas rurales. Sin embargo, los críticos señalan que estos avances se lograron a costa de enormes sacrificios presupuestales por parte del Estado. En 2001, el sistema eléctrico dependía del presupuesto estatal en un 43% de los gastos federales, lo que impactó negativamente otras áreas esenciales, como la educación, la salud y otros servicios públicos (Moreno, 2012) [9].


México fue uno de los países latinoamericanos que resistió la influencia de la política neoliberal —entendida como la promoción del libre mercado con una reducida participación del Estado— impulsada por los organismos multilaterales. Mantuvo su soberanía en la toma de decisiones sobre el sector eléctrico hasta el año 2013. Sin embargo, los críticos han señalado con insistencia la ineficacia de este modelo, debido a la prevalencia de criterios políticos sobre consideraciones económicas o comerciales. Como resultado, las tarifas no reflejaban los costos reales, un fenómeno similar al que se observaba en Colombia antes de la reforma de 1994, e incluso después. Con un agravante en el caso mexicano: según los opositores, las decisiones políticas derivaron en la asignación de tarifas preferenciales a ciertos sectores, como el agrícola, y a usuarios oficiales.


A pesar de la resistencia inicial, la presión política y la tendencia latinoamericana hacia las reformas del sector eléctrico truncaron la inercia del monopolio público mexicano en 2013, durante el gobierno de Enrique Peña Nieto. El presidente impulsó reformas energéticas mediante cambios constitucionales y legales que abrieron el sector a la inversión privada en generación y comercialización, promoviendo la competitividad y fomentando el desarrollo de energías renovables.


Si volvemos al tema de la prevalencia de criterios políticos sobre los económicos y lo trasladamos al caso colombiano, encontramos paralelismos en las negociaciones de las convenciones colectivas de las antiguas electrificadoras de la costa Caribe. En estos acuerdos, los sindicatos de trabajadores lograron conquistas extralegales significativas en materia de prestaciones. Aunque los salarios de estos trabajadores no son altamente competitivos, las prestaciones que reciben superan las de otros sectores, tanto en empresas públicas como privadas.


Los caminos de la libre competencia


La apuesta por la libre competencia para mejorar el servicio en términos de cobertura, calidad y eficiencia en el sector eléctrico colombiano se enmarcó dentro de la corriente de apertura económica y globalización que caracterizó la década de los 90. Esta orientación fue impulsada por varios líderes y gobiernos en el mundo. Entre los más destacados se encuentra Margaret Thatcher en el Reino Unido, reconocida por sus políticas de privatización y desregulación.


Las ideas de liberalización se extendieron y fueron acogidas, en mayor o menor grado, por líderes como Ronald Reagan en Estados Unidos y, posteriormente, por varios países de América Latina bajo la influencia de organismos multilaterales, como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y el Banco Interamericano de Desarrollo. Sin embargo, según Guillermo Perry en su libro Decidí contarlo, en Colombia el presidente César Gaviria impulsó la apertura económica por convicción y no como resultado de presiones de la banca multilateral. Perry relata que, al ser ungido como candidato presidencial por el hijo de Luis Carlos Galán, Gaviria sorprendió a muchos sectores al anunciar la apertura económica como eje central de su programa de gobierno.


La libre competencia en el mercado eléctrico tiene particularidades específicas respaldadas en la Constitución y en las leyes mencionadas. Estas normativas establecen que el Estado no se reserva la prestación de ninguno de los servicios públicos, permitiendo el libre acceso al mercado energético. Tanto el transporte como la distribución y la comercialización de energía pueden ser ejercidos por actores públicos y privados.


Un aspecto fundamental para garantizar la libre competencia fue la separación vertical de los negocios de generación, transporte, distribución y comercialización dentro de las empresas del Sistema Interconectado Nacional (SIN). No obstante, se establecieron dos excepciones:




	Una empresa puede realizar actividades de comercialización y, al mismo tiempo, dedicarse a la generación o distribución de energía.


	Las empresas constituidas antes de la expedición de la Ley 143 de 1994 pueden continuar operando en todas las actividades del sector eléctrico bajo los términos previos.





Esta separación marcó una clara línea entre el antes y después de la reforma, generando críticas, particularmente en la región Caribe. A diferencia de empresas como EPM, EPSA y, en cierta medida, la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá, la liquidación de CORELCA dejó a la costa Caribe en desventaja, como resultado de la separación vertical de los negocios de la cadena energética.


El 11 de julio de 1994, en el Salón Bolívar de la Casa de Nariño, el presidente Gaviria sancionó las leyes 142 y 143. El evento contó con la presencia de ministros, congresistas, representantes de gremios del sector de servicios públicos, asesores y consultores, subrayando la importancia de la reestructuración del sector. Sin embargo, algo llamó mi atención: aunque los textos legislativos mencionaban a los usuarios, no había representantes de ellos en el evento.
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